[image: image1.jpg]




Página 24
Exp. 161/2020-3
23 

[image: image2.jpg]


Página 23
Exp. 161/2020-3

TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 161/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO DE AQUISMON, S.L.P.
MAGISTRADA:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., quince de noviembre de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 161/2020-3, promovido por el C. **********contra actos del Municipio de Aquismón; del Síndico Municipal del Ayuntamiento de Aquismón, S.L.P.;  y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha siete de febrero de dos mil veinte, compareció el C. ********** demandando a a las siguientes autoridades: “1). Municipio de Aquismón, y 2). Síndico Municipal del Ayuntamiento de Aquismón, S.L.P.;  por la nulidad del siguiente acto: 
“La negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha ********** (ANEXO 1), y mediante el cual también le solicite el cumplimiento de contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08 y por consecuencia el pago de las facturas con números ********** de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27, por los conceptos de estimaciones 2 y 3, por las cantidades de ********** por concepto de la estimación número 4 y finiquito.”
II.- Por auto de fecha primero de julio de dos mil veinte, previo requerimiento, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.-Por auto de fecha veintiséis de enero de dos mil veintiuno, se tuvo a las demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía así como ampliara su escrito inicial de demanda, toda vez que en el presente juicio se impugna una negativa ficta, actualizándose así la hipótesis normativa establecida en el artículo 237 fracción I, del código Procesal de la materia; apercibida a la parte actora, de tener por no ampliando su escrito inicial de demanda, si incumple con el plazo que le fue otorgado, se admitieron las pruebas de las partes.

IV.- Con fecha once de enero de dos mil veintidos, se tiene a la parte  actora por ampliando su escrito inicial de demanda, se ordena correr traslado a las demandadas con las copias simples del escrito de ampliación de demanda,  para que manifestarán lo que a su derecho convenga, ofrezcan y exhiban las pruebas que estimen convenientes y expresen los hechos con los que éstas se encuentren relacionadas; apercibidas.
V.- Mediante auto de fecha catorce de marzo de dos mil veintidos, se tiene al Síndico del Ayuntamiento de Aquismón, S.L.P., por manifestando su imposibilidad jurídica para exhibir el expediente administrativo relativo al contrato de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08, y se tiene a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda; y se ordena correr traslado  a la pare actora para que manifieste lo que a su derecho convenga, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, mediante auto de fecha once de julio de dos mil veintidós, se fijó nueva fecha  y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- Con fecha veintidós de septiembre de  dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia del diverso delegado de las autoridades demandadas, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por la parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos, suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
Es menester señalar, que en cuanto a la  competencia  para conocer del Cumplimiento del Contrato de Obra Pública motivo de la negativa ficta que se impugna en este  Tribunal, el actor promovio demanda por el Cumplimiento del Contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08, relativo al “CONTRUCCION DE DRENAJE SANITARIO 2º ETAPA EN LA LOCALIDAD TANCHACHIN, MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P.”, ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa Sala Regional de San Luis Potosí,  con fecha 19 nov 22, la cual  quedo registrada bajo el Expediente número  **********, en la cual se determino mediante auto de fecha dos de enero de dos mil veinte, en forma  medular que se desechaba la demanda por improcedente, en razón de que la resolución que retende combatir no es impugnable a través del juicio  contencioso administrativo, ya que  los recursos econocicos con los cuales se establecio que se cubrirían las erogaciones derivadas del contrato de obra pública del cual pretende su cumplimiento el accionante en ese juicio, esto es, el contrato de obra pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08, serian del Fondo para la Infraestructura Social del Estado (FISE) y del Fondo para la Infraestructura Social Municipal (Ramo 33), por lo que, tal tiene el carácter de recursos municipales, motivo porel cual la controversia que se planteo ante el Tribunal Federal en ese juicio no actualiza la competencia de ese tribunal federal para conocer del asunto.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el acto impugnado, relativo al escrito de la solicitud de fecha **********, que obra en fojas 24 a la 29 de este sumario.

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, quedó acreditada a través del señalamiento de la Publicación en el Periódico Oficial del Estado de fecha 30 de septiembre de 2018, que contiene la Declaración de Validez de la Elección e Integración de los 58 cincuenta y ocho Ayuntamientos comprendidos en el Estado de San Luis Potosí, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos del escrito inicial de demanda, lo constituye: 

“La negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha ********** (ANEXO 1), y mediante el cual también le solicite el cumplimiento de contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08 y por consecuencia el pago de las facturas con números **********de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27, por los conceptos de estimaciones 2 y 3, por las cantidades de ********** por concepto de la estimación número 4 y finiquito.”
(Lo resaltado es nuestro)

Del escrito de ampliación de demanda, se hace consistir en; 

“1.- Declare el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios  relacionados con las mismas, el cual impone a la institución en este caso MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P., la responsabilidad de la elaboración y firma del finiquito del contrato.”
“2.- Se cumpla con lo señalado por el artículo 117 de la ley de Obras (…), a efecto de que la demandada pague los gastos financieros realizados por el suscrito, tomando la base impositiva de financiamiento de la banca privada.”

Actos que determinan la litis de la presente controversia, que fueron exhibidos por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, que obran en fojas 22 a la 27 y 31 a la 55 de este sumario.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir la contestación de demanda inicial que obra en fojas 149 a la 157 de este sumario, opuso las excepciones y defensa la Nulidad siguientes: 1.- “Nulidad de Contrato de Obra Pública AQUIS/2018/R-33 FISM/LPE-08”,  en base a que es nulo conforme el artículo 15 de la Ley de Obras Públicas y servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, ya que se realizó en contravención a la citada ley; 2.- “Falta de Acción y Derecho”, que funda en que son nulos los alcances que reclama; y 3.- “Lesividad” en términos del artículo 169 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y Rescisión del Contrato de obra Pública por causa Imputable al Actor, en razón de que el actor de mutuo propio sin causa justificada y sin acreditar haber realizado el procedimiento establecido suspende la obra contratada por falta de capacidad económica. 
Asimismo, se tiene que las autoridades demandadas, que al producir la contestación de la ampliación de  demanda que obra en fojas 202 a la 206 de este sumario, opusieron las excepciones de 1.- “Nulidad de las adquisiciones que demanda, ya que se realizó en contravención a la citada ley; 2.- “Falta de Acción y Derecho”, que funda en que son nulos los alcances que reclama; y 3.- “Lesividad” en términos del artículo 169 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
A ese respecto debe decirse que las excepciones señalas son  improcedentes, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 10  a la 16 de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 172 a la 181, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”
SEXTO.- Determinado lo anterior, esta Sala Unitaria señala que atendiendo a los actos que se reclaman este juicio, se debe analizar en primer término si en la especie se configura la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito presentado ante la demandada el día **********ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente y previo a los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 3 fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En esa tesitura, se tiene que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la negativa ficta que funda en la solicitud que hizo en el escrito que presentó ante la autoridad demandada con fecha **********petición que fue acompañado como prueba por la actora y que obra en fojas 24 a la 29 de este sumario, que constituye el acto impugnado, que hace  prueba plena de conformidad con lo dispuesto por  los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Negativa ficta impugnada, que se encuentra regulada por los numerales 3 fracción XVI y 20  del Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo  3º. Para los efectos de este Código se entiende por:
“…XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;…”
“Artículo 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.
“Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.

[Énfasis añadido]

Preceptos legales de los cuales, se desprende que los elementos que configuran la negativa ficta, son los siguientes:

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial de la  Novena Época, Registro: 173736, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204, que dice: 

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y, a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución negativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su actualización se requiere que al menos exista una petición o instancia formulada a una autoridad y el silencio de ésta hasta la fecha en que controvirtió su negativa  en esta vía.

Así, la Resolución negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

El  accionante se encuentra demandando en la  negativa ficta recaída al escrito de fecha ********** dirigida al Síndico del Municipio de Aquismon, S.L.P., mediante el cual solicita el pago de las facturas  números ********** de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27 por los concepto de estimaciones 2 y 3 por las cantidades de ********** el cumplimiento total del contrato  de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08.
De las constancias que obran en autos, se encuentra la petición que constituye el acto impugnado formulada por la parte actora, presentada ante la autoridad demandada con fecha**********,  según se advierte del acuse que consta en el escrito en comento, documento obra en la foja 24 a la 29 de este sumario y que hace prueba plena en este juicio, conforme lo dispuesto por los artículos 78, 97 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Escrito en el cual se advierte de su texto, que el accionante se encuentra requiriendo el pago de las facturas números ********** de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27 por los concepto de estimaciones 2 y 3 por las cantidades de ********** el cumplimiento total del contrato  de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08.
Asimismo, la parte demandante, manifiesta en su escrito inicial de demanda que, respecto de la solicitud formulada a la autoridad demandada, que le fue presentado y entregado a la demandada el pasado **********, no ha obtenido respuesta, y que por tanto se configura la negativa ficta.

Dicha petición se advierte que la autoridad demandada dio contestación a la petición del actor en su escrito de contestación de demanda, en los términos en que lo hizo en el mismo, por tanto se desprende que en la fecha de su contestación de demanda en este juicio, le fue dado a conocer al promovente la respuesta a su escrito, generando que exista la negativa ficta ya que no tenía conocimiento de que su solicitud fue contestada por la autoridad demandada.

En ese tenor se tiene que la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, afirma que el silencio que emano de su representada tiende a resolver en sentido negativo lo solicitado por el quejoso, produciendo una desestimación de  las pretensiones del particular lo que se traduce necesariamente en una denegación tacita del contenido material de su petición.
En ese tenor debe sostenerse que la autoridad demandada dio contestación a la petición del actor en su escrito de contestación de demanda en los términos en que lo hizo en el mismo, por tanto se desprende que en la fecha de su contestación de demanda en este juicio, le fue dado a conocer al promovente la respuesta a su escrito, generando que exista la negativa ficta ya que no tenía conocimiento de que su solicitud fue contestada por la autoridad demandada.

De acuerdo a lo anterior, la parte actora, acredita la existencia de la solicitud que formuló ante la demandada con fecha **********, sin que la demandada acreditara en el presente juicio, que hubiera dado respuesta a la misma de manera expresa, dentro de los plazos previstos, es decir, por escrito, debidamente fundada y motivada, lo que en el caso específico no aconteció, ya que dio contestación a su requerimiento en el escrito de contestación de demanda en este juicio.

En esa tesitura, con fundamento en los artículos 7º fracción XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3º fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se determina que, la negativa ficta que reclama la demandante se encuentra configurada respecto de la petición contenida en la solicitud presentada por la parte actora con fecha **********, ya que reúne las hipótesis anteriormente planteadas, pues la solicitud correspondiente, fue presentada ante la demandada en la fecha citada, sin que esta hubiera dado respuesta alguna, respecto de la misma, dentro del término de tres meses que establece el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, siendo que la solicitud formulada, relacionada con la actualización de la negativa ficta impugnada, ocurrió en un plano vertical de supra ordinación, entre el particular y la autoridad demandada, elemento necesario para la configuración de la misma, lo que origina el derecho procesal de la persona moral aquí actora, para interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa, como en el caso que nos ocupa aconteció, para comparecer ante este Tribunal a impugnar dicho acto.

En ese tenor, al no existir contestación expresa debidamente notificada por parte de la autoridad demandada, previa a la presentación de demanda, es por ello que en ningún momento se acredita que haya emitido la resolución a la instancia planteada, dentro del término establecido por la Ley, luego entonces, debe tenerse por configurada la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de **********
SEPTIMO.- En ese contexto, y dado que en el caso que nos ocupa, se trata un asunto cuyo origen fue analizar la existencia de la Negativa Ficta generada por parte de la autoridad demandada por la omisión de dar contestación a la petición que le fue hecha mediante el escrito de **********y siendo que se advierte del escrito de contestación de demanda, que la autoridad demandada ha dado contestación a la negativa ficta que se le reclamó en este juicio; es procedente abocarse al estudio de legalidad e ilegalidad de la negativa que vierte la demandada en su escrito de contestación de  demanda.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis aislada, con No. Registro: 183,783, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XVIII, Julio de 2003, Tesis: IV.2o.A.48 A, Página: 1157, que a  la letra dice: 

“NEGATIVA FICTA. LA SENTENCIA QUE DECLARE SU NULIDAD DEBE RESOLVER EL FONDO DE LA PRETENSIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DE FACULTADES DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. De los artículos 37, 210, fracción I, 215 y 237 del Código Fiscal de la Federación, se deduce que al reclamarse la nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor en la ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declare la nulidad de la resolución para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no de la solicitud, por tratarse de facultades discrecionales, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, objetivo que no se alcanzaría si concluido el juicio se devolviera la solicitud, petición o instancia del particular para su resolución por las autoridades fiscales, quienes pudieron hacer uso de sus facultades al presentárseles la solicitud aludida y al contestar la demanda dentro del juicio.”

(Lo resaltado es nuestro)
Advirtiéndose por parte de esta Tercera Sala Unitaria, que en la especie se actualiza la causal de improcedencia y sobreseimiento que refiere el artículo 229 fracción VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el numeral 7° fracción IX, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, los cuales refieren textualmente:

Artículo 229. Procede el sobreseimiento del juicio:
“…VIII. En los demás casos en los que por disposición legal exista impedimento para emitir resoluciones en cuanto al fondo. El sobreseimiento deberá examinarse de oficio, puede ser total o parcial, y no prejuzga sobre la responsabilidad en que hubiese incurrido la autoridad demandada al ordenar o ejecutar el acto combatido.”

  “Artículo 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:  
“…IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes público estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal…” 

Causal de sobreseimiento que se actualiza, a virtud de que la denegación tacita del contenido material de la petición dada como  respuesta por la autoridad demandada  y el incumplimiento  de Contrato de  obra pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08 y el pago de las facturas con números ********** de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27, que constituyen los actos reclamados, no pueden considerarse como actos que puedan considerarse definitivos, ello en base a las siguientes consideraciones que se detallan:

 Como se desprende del escrito de demanda que obra a fojas 1 a la 21, el actor se encuentra reclamando como “RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA”, literalmente lo siguiente: 

“La negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha**********e (ANEXO 1), y mediante el cual también le solicite el cumplimiento de contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08 y por consecuencia el pago de las facturas con números ********** de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27, por los conceptos de estimaciones 2 y 3, por las cantidades de ********** y la cantidad de ********** por concepto de la estimación número 4 y finiquito.”

Y en su escrito de ampliación de demanda, el acto impugnado lo hizo consistir en; 

“1.- Declare el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios  relacionados con las mismas, el cual impone a la institución en este caso MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P., la responsabilidad de la elaboración y firma del finiquito del contrato.”

“2.- Se cumpla con lo señalado por el artículo 117 de la ley de Obras (…), a efecto de que la demandada pague los gastos financieros realizados por el suscrito, tomando la base impositiva de financiamiento de la banca privada.”

Señalando como en su escrito de demanda inicial de demanda como “LA PRETENSION QUE SE DEDUCE EN JUICIO” lo que en forma medular refiere:    

1.- El cumplimiento de contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08 y por consecuencia el pago de las factura números (…).”

“2.- Declare el cumplimiento de la CLAUSULA SEXTA del Contrato de Obra Pública (…),  cláusula que señala” GASTOS FINANCIEROS (…)”.
“3.- Declare el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 155 de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las Mismas, el cual impone a la institución, en este caso MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P., la responsabilidad de la elaboración y firma del finiquito del contrato.”
Bajo esa premisa, se obtiene que la parte actora se encuentra impugnando como actos, el cumplimiento del Contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08 y por consecuencia el pago de las facturas con números **********de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27, por los conceptos de estimaciones 2 y 3, por las cantidades de ********** por concepto de la estimación número 4 y finiquito,  por obra pública referente a la Construcción de Drenaje Sanitario 2ª Etapa en la Localidad Tanchachin del Municipio de Aquismon, S.L.P, que refiere fue autorizada mediante el ejercicio fiscal 2017, y sobre la cual afirma que la obra inicio a partir del día 11  de octubre de 2017 y se concluyeron el día  31 de octubre de 2017 y que concluyo el día 29 de diciembre de 2017, y que a la fecha no han dado cumplimiento total del pago, por lo que reclama el pago en pesos del total costo de la obra, por trabajos realizados.
En esa tesitura el accionante ofreció como probanzas de su parte para acreditar el acto impugnado, la Presuncional Lógica, Legal y Humana e Instrumental de actuaciones. Y las documentales que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, visibles en autos a fojas 24 a la 131 de este sumario, consistentes en: Escrito signado por el actor mediante el cual contesta un desahogo de vista, en el expediente PM/SM/-273/2019, y solicita el cumplimiento de contrato de obra pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LEP-08, presentado el **********; Escrito signado por el actor, con acuse recibido de fecha 26/02/19, dirigido al  Contralor Interno del Municipio de  Aquismon, S.L.P., mediante el cual solicita audiencia de conciliación  conforme al artículo 226 de la Ley de Obras y Servicios relacionados con las mismas; Escrito signado por el actor, con acuse recibido de fecha 27/03/19, dirigido al Contralor Interno del Municipio de  Aquismon, S.L.P.; Acta de notificación de fecha 26 de marzo  de 2019; Copia del acuerdo de fecha 12 de marzo de 2019, dictado  por el Municipio de Aquismon, S.L.P., Escrito signado por el actor con acuse de recibo de fecha ********** dirigido al Contralor Interno Contralor Interno del Municipio de Aquismon, S.L.P.; mediante el cual se desiste de la solicitud de audiencia de conciliación; Acta de Notificación de fecha once de octubre de 2019; Acuerdo de fecha 02 de septiembre de 2019; Escrito signado por el actor con acuse de recibo de fecha 26-02-2019,  dirigido al Contralor Interno Contralor Interno del Municipio de Aquismon, S.L.P.; mediante el cual solicita copias certificadas del  expediente de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/LEP-08; Acta de Notificación  de fecha 2 de abril de 2019; Acuerdo de fecha 28 de febrero de 2019, dictado por el Síndico Municipal del Ayuntamiento de Aquismon; Copia simple de la cédula de identificación fiscal, Registro Federal de Contribuyentes ********** Copia simple de la credencial de elector expedida por el Instituto Nacional Electoral, a favor del actor; Copia del escrito de fecha **********, suscrito por el actor del juicio y dirigido al Síndico Municipal H. Ayuntamiento de Aquismón, S.L.P., que contiene un sello de la Sindicatura de dicho Ayuntamiento; Copia simple del Contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08; Copia simple de la factura con número de folio ********** de fecha 2017/10/05, por concepto de pago de anticipo al contrato de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08, por la cantidad de ********** Copia simple de la factura con número de folio ********** de fecha 2017/12/26, por concepto de pago al contrato de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08, por la cantidad de ********** 
Copia simple de la factura con número de folio ********** de fecha 2017/12/27, por concepto de pago al contrato de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08, por la cantidad de********** Copia del escrito de demanda ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa Sala Regional de San Luis Potosí,  y Acuerdo de fecha dos de enero de dos mil veinte, dictado por la Tribunal Federal de Justicia Administrativa Sala Regional de San Luis Potosí, mediante el cual se desecha la demanda interpuesta por el hoy actor; documentales públicas antes citadas, que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo para acreditar lo inserto en ellas conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Así como la prueba de inspección ocular que fue desahogada en los términos que se contienen en el exhorto  75/2022 que obra a fojas 266 a la 275 de autos, practicada por el Juez Mixto de Primera Instancia con residencia en Tancanhuitz, San Luis Potosí y la Testimonial identificada con el número 5, a cargo de **********. 
Medios probatorios que analizados en forma conjunta resultan insuficientes para tener a la parte actora por acreditando plenamente la existencia de una afectación jurídica y de posibles agravios en su perjuicio, pues el  incumplimiento de pago de que se duele que sustenta en la negativa tacita del contenido material de la petición dada como respuesta por la autoridad demandada  y únicamente en la celebración del contrato de obra pública de referencia, origen de esta controversia, el cual se advierte de su texto se encuentra firmado solo por la parte contratista y en la afirmación por parte del accionante de haber entregado la obra a la autoridad demandada, que no constituye un acto que pueda considerarse definitivo.
Lo que se sustenta de las constancias que obran en este juicio ofrecidas por el accionante, de las que se desprende que no existe ningún dato fehaciente tendiente a demostrar la existencia de la conclusión de la obra pública, su entrega y recepción por parte de la autoridad demandada en los términos pactados en el contrato aludido, o bien la existencia de un acto de autoridad que tenga el carácter de definitivo respecto del Contrato de Obra Pública que es materia de esta controversia, conforme los procedimientos que establecen en la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, lo que  genera por ende que no se trate de actos definitivos.

Ya que tratándose, de resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases de dicho procedimiento o actos de naturaleza interprocedimental no podrán considerarse "resoluciones definitivas" en obvio que éste sólo puede serlo el fallo con el que culmine dicho procedimiento excluyéndose a las actuaciones instrumentales que conforman el procedimiento administrativo, entendido como el conjunto de actos realizados conforme a determinadas normas, que tienen unidad entre sí y buscan una finalidad que para este caso es precisamente la producción de la resolución administrativa definitiva cuyo objeto consiste a su vez en crear efectos jurídicos.

De manera que no se generará agravio o conflicto alguno para el gobernado en tanto la administración pública no diga su última palabra por medio de la autoridad a quien competa decidirla en el orden jurídico correspondiente y solamente cuando la resolución de que se trata adquiere esa firmeza.

La generación de esta situación, en combinación con la causación de un agravio objetivo son las características de la resolución definitiva para efectos del juicio contencioso administrativo, previsto en el artículo 7° fracción IX, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
En ese sentido tratándose de cumplimiento de contrato particularmente la fracción IX establece lo siguiente:

“Artículo 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 
“…IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes público estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal…” 

En este contexto, conforme a lo dispuesto en los artículos 7° fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los diversos 2°, 217, 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, la procedencia del Juicio Contencioso Administrativo ante este Tribunal se circunscribe a conocer de aquellos juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal, centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal. 

De los dispositivos legales citados con antelación, se colige que la falta de pago que deriva de un contrato administrativo, por sí mismo, no puede constituir de ninguna manera un acto o resolución definitiva, que a su vez sea susceptible de impugnación a través del juicio de nulidad, toda vez que no refleja la última voluntad de la autoridad con quien se celebró; en consecuencia, para que la falta de pago estipulada en los contratos administrativos pueda ser susceptible de análisis por parte de este Órgano Jurisdiccional, se requiere que el accionante previamente realice las gestiones ante la autoridad que corresponda, a fin de que en su caso, dicha autoridad sea la que emita la resolución expresa o ficta recaída a su petición, pues la procedencia del juicio contencioso administrativo queda supeditada a la existencia de una resolución definitiva; lo que en el particular no se actualiza.
A mayor abundamiento, cabe señalar que para el tema que es materia de estudio, debe atenderse a la naturaleza administrativa de los contratos de obra pública, en los que el particular se compromete con el Estado o Municipio a realizar una obra determinada conforme a las exigencias pactadas, a partir del procedimiento administrativo correspondiente y se declara a través de un acto administrativo, como lo es la celebración del contrato de obra pública, el cual en su formación y vigencia se encuentra regido no sólo por las manifestaciones que las partes expresan en el propio contrato, sino por los términos previstos por el legislador en el ordenamiento jurídico aplicable, el cual en el caso que nos ocupa es la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, que establece los procedimientos correspondiente entre los que se encuentran los plazos para que la contratante verifique la debida terminación de los trabajos conforme a las condiciones establecidas en el contrato, así como para la entrega–recepción de la obra, y para la elaboración del finiquito previsto en esta Ley; que constituyen los actos definitivos de la Conclusión de una Obra Pública, mismos que en el caso que nos ocupa, no se encuentra demostrados y justificados por el actor en este juicio.

De ahí, para el caso de que se pretenda impugnar en la vía contencioso administrativa algún tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento dado a las cláusulas de un contrato de obra pública, no basta con que se afirme que existe un incumplimiento de pago por parte de la demandada y que a la fecha no han dado cumplimiento total del pago; es necesario que el accionante acredite la existencia de un acto de autoridad que tenga el carácter de definitivo en ese procedimiento, a que se obligó en el Contrato de Obra Pública  en análisis en las Cláusula Decima, Decima Primera y Decima Segunda, conforme los numerales 152, 153 y 154 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, que constituyen el procedimiento definitivo y el cumplimiento respectivo, para que sea precisamente el acto que al efecto emita la autoridad donde se contenga la manifestación de no cumplir con lo pactado, la que haga procedente la vía, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio, numerales en cita que a la letra dicen: 
“Artículo 152. El contratista comunicará a la institución, mediante escrito y nota en la bitácora, la conclusión de los trabajos que le fueron encomendados, para que ésta, dentro del plazo pactado, verifique la debida terminación de los mismos conforme a las condiciones establecidas en el contrato. Al finalizar la verificación de los trabajos, la institución contará con un plazo de quince días naturales para proceder a su recepción física, mediante el levantamiento del acta correspondiente; quedando los trabajos bajo su responsabilidad. 

“Artículo 153. Recibidos físicamente los trabajos, las partes deberán elaborar el finiquito de los trabajos dentro del término estipulado en el contrato, el cual no podrá exceder de sesenta días naturales a partir de la recepción de mismos, en el que se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada uno de ellos; describiendo el concepto general que les dio origen y el saldo resultante. 

“Artículo 154. De existir desacuerdo entre las partes respecto al finiquito, o bien, el contratista no acuda a la institución para su elaboración dentro del plazo señalado en el contrato, ésta procederá a elaborar y notificar un finiquito provisional dentro de un plazo de diez días naturales; una vez comunicado al contratista el resultado de dicho finiquito, éste tendrá un plazo de quince días naturales para alegar lo que a su derecho corresponda. Sí transcurrido este plazo no realiza alguna gestión, elaborará y notificará el finiquito definitivo en un plazo no mayor de diez días hábiles 

“Determinado el saldo total, la institución pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente, mediante su ofrecimiento o la consignación respectiva, o bien, solicitará el reintegro de los importes resultantes; debiendo, en forma simultánea, levantar el acta administrativa que dé por extinguidos los derechos y obligaciones por ambas partes en el contrato.”
Los artículos en comento, señalan principalmente que, una vez que se concluyan los trabajos derivados de un contrato celebrado con una dependencia o entidad del Estado, se verificará la terminación de los mismos, para posteriormente las partes dependencia y contratista, elaboren un finiquito, en el que se hará constar los créditos a favor y en contra que resulten para cada una de ellas.

Si las partes no llegan a un acuerdo en relación con el finiquito, la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, faculta a la dependencia o entidad gubernamental de que se trate para que elabore unilateralmente el finiquito, mismo que debe notificar al contratista y en caso de que dicho contratista no se manifieste al respecto, se dará por aceptado el finiquito en cuestión.

Dicho de otra manera, el finiquito se traduce en un balance de un contrato, en el que se comparan las obligaciones contractuales de las partes, lo que lleva a que se identifiquen las cantidades que se adeudan al contratista o a la autoridad.

Por tanto, el finiquito no es una facultad que las autoridades puedan decidir si llevar a cabo o no, máxime cuando existe un procedimiento que conforme a la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí deba llevarse a cabo, lo que se traduce en que dicho finiquito es una facultad irrenunciable para las autoridades.

En el caso concreto, no se advierte la existencia de un acto positivo de la autoridad demandada, que haga procedente la instancia administrativa, para analizar su legalidad, como lo es en el caso a estudio, la emisión del finiquito, requisito indispensable para la viabilidad del juicio contencioso administrativo, lo que  genera por ende que no se trate de actos definitivos.

En esa tesitura del análisis que se hace de las constancias que obran en este juicio se advierta que el actor no aporto elementos de prueba o de convicción suficientes para justificar y acreditar que el acto reclamado en el presente juicio tenga el carácter de definitivo, circunstancia que determina que no cumplió con la carga probatoria que le correspondía de acreditar de la existencia de un acto de autoridad que tenga el carácter de definitivo respecto del Contrato de Obra Pública en el que dice fue parte.

Robustece lo anterior, el criterio sostenido en la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 2022835,  Instancia: Segunda Sala,  Décima Época,  Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 63/2020 (10a.),  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 84, Marzo de 2021, Tomo II, página 1777, cuyo rubro y contenido son del tenor literal siguiente: 

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE DEMANDA EL PAGO DERIVADO DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA, Y NO EXISTA ACTO DE AUTORIDAD QUE TENGA EL CARÁCTER DE DEFINITIVO. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron sobre la procedencia del juicio contencioso administrativo cuando se reclama el pago derivado del cumplimiento de un contrato de obra pública; mientras uno de ellos sostiene que es necesario aplicar el principio de interpretación más favorable, de modo que se acepte la procedencia del juicio, aun cuando no exista una resolución, acto o procedimiento emitido por autoridad, que tenga el carácter de definitivo; el otro sostuvo que se requiere una resolución que tenga el carácter de definitiva, o bien, en su caso, elevar una solicitud ante la autoridad respecto al pago de las cantidades reclamadas para que le recaiga una negativa ficta o expresa, que constituya esa última voluntad; sin que el principio de interpretación más favorable implique inobservar los diversos principios constitucionales y legales del sistema jurídico mexicano, tal como se sostiene en la jurisprudencia de esta Segunda Sala 2a./J. 56/2014 (10a.). 

“Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la sola afirmación sobre el incumplimiento de las cláusulas de un contrato de obra pública es insuficiente para hacer procedente el juicio contencioso administrativo federal.
“Justificación: Lo anterior, atendiendo a que los artículos 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (abrogada) y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de manera expresa establecen que es necesaria la existencia de una resolución definitiva. Entonces, para demandar un tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento a las cláusulas de un contrato de obra pública, es necesario que el gobernado previamente requiera el cumplimiento respectivo, para generar el acto donde la autoridad manifieste su voluntad de no cumplir con lo pactado, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio; o bien, en su caso, ante la omisión de respuesta, se actualizará la negativa ficta que haga procedente el juicio contencioso administrativo. Lo anterior no riñe con el derecho fundamental de acceso a la impartición de justicia, porque las condicionantes previstas en la ley para la procedencia del juicio contencioso administrativo no privan a los gobernados de los derechos consagrados en la Norma Fundamental, ya que el legislador únicamente está ejerciendo la facultad conferida constitucionalmente. Además, por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración de justicia y para la efectiva protección de los derechos de las personas, los Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad, de carácter judicial o de cualquier índole, de los recursos internos; de manera que si bien es cierto que dichos recursos deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado y, en su caso, proveer la reparación adecuada, también lo es que no siempre y en cualquier caso cabría considerar que los órganos y tribunales internos deben resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe verificar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del recurso intentado.”
“Contradicción de tesis 105/2020. Entre las sustentadas por el Primer y el Segundo Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, y el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito. 21 de octubre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.”

Es menester señalar, que del análisis íntegro del escrito de demanda,  se advierte que si bien el actor demando la negativa ficta de pago, respecto del escrito de fecha ********** del presente año y donde solicitó el cumplimiento de contrato de obra pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/LPE-08 y por consecuencia el pago de las facturas con números **********de fechas 2017/12/26 y 2017/12/27, la cual se configuro en este procedimiento, también lo es, que dicha denegación tacita del contenido material de la petición dada como  respuesta por la autoridad demandada, no es suficiente para tener  para demostrar la existencia de los actos definitivos de la Conclusión de una Obra Pública, y el reclamo del incumplimiento de contrato de obra pública materia de esta Litis.
Por lo anterior, cabe señalar que el artículo 380, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, aplicable supletoriamente al Código de la materia, por disposición del  numeral 217, párrafo segundo, indica literalmente lo siguiente:

“Artículo 380.- Los actos que conforme a la Ley deben hacerse constar por escrito, no podrán ser comprobados por simples presunciones.”

En consecuencia, ante la ausencia de una resolución expresa, emitida por autoridad alguna y toda vez que el propio actor refiere  impugnar la falta de pago, misma que constituye una omisión; por tanto, no se actualiza supuesto alguno de procedencia conforme al numeral 7°, fracción IX, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, concluye que procede una de las causales de improcedencia contendida en los artículos 228 fracción XI, 229 fracciones V y VIII del Código Procesal Administrativo del Estado, en relación con el numeral 7° fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por lo que es procedente decretar el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, en razón de que los actos impugnados no pueden considerarse como un acto de autoridad que tenga el carácter de definitivo ante este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos vertidos en este considerando.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción IX, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 1º, 2º, 228 fracción XI, 229 fracciones V y VIII, 231, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se tiene por configurada la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de **********
TERCERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio contencioso administrativo, por las razones contenidas en el considerando Cuarto de esta sentencia.

CUARTO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
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